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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

S - 152 

Procedimiento: Verbal 

Demandantes: Luis Alberto Escobar Delgado y/o 

Demandados: Transportes Brasil S.A.S y/o 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 006 2019 00219 01 

Procedencia: Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Confirma sentencia apelada 

 

Medellín, dieciocho (18) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 11 de marzo de 2021, por el 

Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín.  

 

Temas: Responsabilidad civil extracontractual en ejercicio de actividades 

peligrosas, hecho exclusiva de la víctima. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, por 

virtud de la apelación interpuesta por la parte demandante, en contra de la 

sentencia proferida el 11 de marzo de 2021, ha llegado a esta Corporación el 

proceso verbal promovido por los señores  Luis Alberto Escobar Delgado y Luz 

Aleida Cano Aguilar, quienes actúan en nombre propio y de su hijo menor 

Michael Steven Escobar Cano1 y Brayan Alexander Escobar Cano en contra de 

 
1 Para la fecha en que se presentó la demanda 
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Bryan de Jesús Ospina Bedoya, María Nelly Bautista Roncancio, Transportes 

Brasil S.A.S y Compañía Mundial de Seguros S.A. 

 

PRETENSIONES: 

 

“PRIMERA: Declárese al conductor Bryan de Jesús Ospina Bedoya, a 

la propietaria María Nelly Bautista Roncancio, a la empresa afiliadora 

Transportes Brasil S.A.S sean declarados civil y extracontractualmente 

responsables por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales (sic) a 

los señores Luz Aleida Cano Aguilar y Luis Alberto Escobar Delgado y, 

quienes actúan en calidad de padres de la víctima directa y en 

representación legal de su hijo menos de edad Michael Steven Escobar 

Cano, el joven Brayan Alexander Escobar Cano actúa en calidad de 

hermano, por la muerte del joven Johan Andrés Escobar Cano, como 

consecuencia directa del accidente de tránsito del 13 de diciembre de 

2018 donde resulto involucrado el vehículo de placas TKI 134 ” ( sic fl. 

231 pdf 1)  

 

Lo anterior, para que los demandados y también la Compañía Mundial de 

Seguros S.A por vía de la acción directa sean condenados a pagar los 

siguientes perjuicios: 

 

- Para Luz Aleida Cano Aguilar por “iure hereditario”. $82.811.600 y 

$41.405.800 para compensar los perjuicios morales y el daño a la vida de 

relación, respectivamente.  

 

- Para Luz Aleida Cano Aguilar por “iure propio”. $82.811.600 para 

compensar los perjuicios morales. $1.091.269 y $56.230.200 por concepto de 

lucro cesante consolidado y futuro, respectivamente. 

 

- Para Luis Alberto Escobar Delgado por “iure hereditario”. 

$82.811.600 y $41.405.800 para compensar los perjuicios morales y el daño 

a la vida de relación, respectivamente.  

  



3 
 

- Para Luis Alberto Escobar Delgado por “iure propio”. $82.811.600 

para compensar los perjuicios morales.  

 

- Para Michael Steven Escobar Cano y Brayan Alexander Escobar 

Cano. $50.000.000 para cada uno, a efectos de compensar los perjuicios 

morales. 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que “el 13 de diciembre de 2018 entre las 00:15 y las 00:40 horas” se 

presentó un accidente de tránsito, en el cual se vieron involucrados los 

vehículos tipo motocicleta de placas EGD 90E conducido por Johan Andrés 

Escobar Cano y tipo taxi de placas TKI 134 pilotado por el demandado Bryan 

de Jesús Ospina Bedoya, producto del cual resultó gravemente herido el joven 

Escobar Cano quien falleció “más tarde” (sic hecho segundo demanda) 

 

Que según los testigos “presenciales”, señores Ángel Vargas Campos y 

Santiago Arroyave Bustamante, el joven Johan se encontraba en su 

motocicleta portando todos los elementos de seguridad y esperado el cambio 

de semáforo de rojo a verde en la calle 44, por lo que cuando cambió la fase 

semafórica emprendió la marcha y en la mitad de la intersección fue 

impactado violentamente por el taxi que, dijo de paso, para la fecha de los 

hechos era propiedad de María Nelly Bautista Roncancio y estaba afiliado a 

Transportes Brasil S.A.S. 

 

Que la vía donde ocurrió el accidente es recta, pendiente con andenes, de un 

solo sentido de circulación, única calzada con dos carriles en buen estado, y 

en su momento estaba seca con buena iluminación, más que el impacto fue 

tan violento que el taxi siguió su recorrido hasta “estrellarse” con una persiana 

de un local que hay en inmediaciones del sitio, al punto que allí “rebotó” hasta  

la acera del lado de la carrera 43 e invirtió su posición final, esto es, se iba 

desplazando de norte a sur por esa carrera y “quedó mirando en sentido sur 

norte” (sic hecho quinto demanda), mientras que el joven Escobar Cano salió 

“eyectado aproximadamente 5 metros” y cayó inconsciente en la vía, donde 

fue atendido por el servicio 123 cuyo personal lo trasladó a la Clínica Soma a 

eso de la 1 de la madrugada con herida occipital, hematoma en mentón, TEC 

severo, traumatismo múltiple y fractura de fémur, entre otras lesiones. 
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Que la víctima directa estuvo hospitalizada en cuidados intensivos por 24 días, 

es decir, hasta el 5 de enero de 2019 cuando falleció a eso de la 1:50PM, 

razón por la cual se adelanta en la Fiscalía 129 Seccional – Unidad de Vida- 

un proceso penal por el supuesto punible de homicidio culposo. 

 

Que el joven Johan Andrés para el momento de los hechos tenía 22 años, era 

un hombre soltero sin hijos y se desempeñaba como bailarín profesional con 

formación en danza urbana. Su domicilio principal era esta ciudad capital y 

compartía apartamento con su hermano Brayan Alexis Escobar Cano, con 

quien se desplazó desde el Municipio de Puerto Boyacá para fundar el grupo 

de baile “Big Of The Street” en el cual capacitaban niños y jóvenes en el arte 

de la danza, al punto que para diciembre de 2018 ya contaban con 80 

personas inscritas a cambio de una mensualidad de $80.000, para un total de 

$6.400.000 mensuales que permitían a la víctima directa tener un ingreso 

neto de $1.500.000 mensuales. 

 

Que la muerte del joven Escobar Cano causó numerosos perjuicios a los 

demandantes, como quiera que su familia era unida y su muerte ocasionó 

tristeza, congoja y alteraciones generales del estado de ánimo, amén que la 

señora Luz Aleida Cano Aguilar tuvo que desplazarse desde Puerto Boyacá – 

Antioquia- hasta Medellín para acompañar a su hijo Brayan Alexis, porque este 

ha presentado episodios de depresión a raíz de la muerte de su hermano, 

debido que “todo lo hacían juntos” y, por ende, el señor Luis Alberto Escobar 

quedó a cargo exclusivo del hijo menor de la pareja en el mentado Municipio. 

 

Que en lo material la señora Luz Aleida dejó de percibir $300.000 mensuales 

que su hijo fallecido dispensaba para el sostenimiento del hogar, más el menor 

(para la fecha en que se presentó la demanda) Michael Steven Escobar sufrió 

la tristeza por la muerte de su hermano y, posteriormente, la ausencia de su 

madre que debió mudarse para cuidar a su otro hermano residente en esta 

ciudad capital. 

 

Que los señores Luis Alberto Escobar Delgado y Luz Aleida Cano Aguilar, 

padres de la víctima directa, tienen derecho a “recoger” (sic) la indemnización 

que por “iure hereditario” le corresponde al fallecido, es decir, los perjuicios 
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morales sufridos desde el momento mismo del accidente hasta la fecha de su 

muerte días después. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 16 de mayo de 2019 (fl 268 pdf 

1), y notificados de la misma los demandados, procedieron a contestarla de 

la siguiente manera: 

 

Bryan de Jesús Ospina Bedoya (fls. 339 siguientes pdf 01). 

 

Comenzó por indicar que en la demanda se faltaba a la verdad en cuanto a 

las condiciones de tiempo, modo y lugar que rodearon el accidente porque en 

la resolución número 201950056020 la Secretaría de Movilidad de Medellín 

declaró contravencionalmente responsable al joven Johan Andrés Escobar 

Cano, gracias a que en las diligencias de tránsito quedó probado que el 

motociclista infringió las normas consagradas en los artículos 55, 61, 110, 117 

y 118 del Código Nacional de Tránsito, debido a que fue el único responsable 

del accidente que ocurrió aquel 13 de diciembre de 2018 entre las 12:20 y 

12:40 “de la noche” cuando el motociclista se puso en riesgo al seguir su 

curso desatendiendo un semáforo en rojo, tal como se pudo entonces probar 

con la propia declaración del taxista y con unos videos aportados por la 

Secretaría de Seguridad. 

 

Además, aclaró que las condiciones de la vía en efecto eran óptimas como se 

afirmó en la demanda, pero negó que del impacto como tal existiera “testigo 

presencial” alguno en tanto que los “curiosos” llegaron al sitio guiados por el 

fuerte ruido que causó la colisión. Incluso, la declaración del señor Santiago 

Arroyave Bustamante, quien según los demandantes presenció los hechos, 

mereció serios reparos por parte del Inspector de Tránsito porque no se le 

pudo ubicar en el lugar de los hechos para el momento del accidente, ni 

siquiera con ayuda de los videos de seguridad. 

 

Añadió que no se podía afirmar con certeza si el motociclista llevaba bien 

ajustados los elementos de seguridad, porque en las fotos tomadas poco 

después del suceso se puede observar su casco sin mayores daños y apenas 

con pérdida de la “visera o vidrio que protege el rostro” (sic). 
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En lo relativo a las lesiones sufridas por la víctima directa y los supuestos 

perjuicios causados a los integrantes de su núcleo familiar, contestó que nada 

le constaba y que la parte demandante estaba en la obligación de probar todo 

lo afirmado al respecto. 

 

Con base en todo lo anterior, propuso las que llamó “excepciones” de “culpa 

exclusiva de la víctima”, “ruptura del nexo causal”, “ausencia de culpa del 

conductor del vehículo de placas TKI 134” y “cobro de lo no debido”. 

 

Seguros Mundial S.A (fls. 398 siguientes pdf 01). 

 

Aceptó que el accidente efectivamente ocurrió, pero aclaró que su causa 

determinante fue la imprudencia del joven Escobar Cano, quien impactó al 

taxi en la parte lateral derecha lo cual es indicativo de que la colisión ocurrió 

cuando el automóvil ya había iniciado su marcha habilitado por el semáforo 

en verde, al punto que superaba más de la mitad de la intersección cuando 

de manera intempestiva fue alcanzado por la motocicleta. 

 

Con respecto a las lesiones sufridas por la víctima directa dijo que eran ciertas, 

pero precisó que su muerte tuvo como causa una sepsis que desarrolló en la 

clínica donde fue atendido, en cuya historia clínica de ingreso claramente se 

lee que fue recibido con ocasión de un accidente de tránsito ocurrido mientras 

conducía una motocicleta sin casco. Luego, el TEC severo que sufrió se explica 

por falta de ese elemento de seguridad, puesto que de haberlo llevado en 

condiciones óptimas sus lesiones se habrían reducido a la fractura de una de 

sus extremidades inferiores. 

 

Además, precisó que del accidente en realidad no hubo lo que la parte 

demandante llamó “testigos presenciales” porque en el IPAT quedó registrado 

que ninguno se presentó, por lo que afirmó desconocer quiénes eran Ángel 

Vargas y Santiago Arroyave en cuyas declaraciones contrarias a la realidad se 

basa la demanda. Lo anterior, porque en el propio informe de tránsito se 

consignó como primera hipótesis sobre el accidente una causa exclusivamente 

atribuible al motociclista, pues “pasó cuando se encontraba el semáforo en 

luz roja”(fl. 401 pdf 01), lo cual se concluyó a partir de los lugares de impacto 

en ambos vehículos y a partir de que no era posible que la colisión se 
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produjera en un reinicio de marcha del joven Escobar Cano, habida cuenta 

que los daños de la moto fueron graves e indican una velocidad considerable. 

 

Por lo demás, ya en lo relativo a las circunstancias familiares de los 

demandantes, la ocupación de la víctima directa y los supuestos perjuicios, la 

aseguradora manifestó que nada le constaba al respecto y que era obligación 

de los demandantes acreditar los supuestos de hecho en que fundan sus 

pretensiones. 

 

Propuso entonces las que denominó “excepciones” de “inexistencia de 

responsabilidad”, “neutralización de presunciones y culpa”, “ausencia de nexo 

causal por el hecho exclusivo de la víctima”, “ausencia de nexo causal entre 

el hecho y los daños corporales que sufrió la víctima directa”, “falta de certeza 

de los perjuicios materiales y su cuantía”, “falta de prueba y excesiva 

cuantificación de los perjuicios materiales”, “reducción del monto 

indemnizatorio por concurrencia de culpas”. 

 

Por otro lado, con ocasión del contrato de seguro, propuso las defensas que 

nominó “ausencia de siniestro”, “límite asegurado”, “disponibilidad en 

cobertura por valor asegurado” y “cláusulas que rigen el contrato de seguro”. 

 

Transportes Brasil S.A.S (fls. 452 siguientes pdf 01). 

 

En cuanto a la ocurrencia del accidente de tránsito dijo remitirse al IPAT, más 

advirtió que no podía imputársele la calidad de “guarda” como quiera que su 

papel con respecto al taxi involucrado en el accidente siempre ha estado 

reducido a su rol de empresa afiliadora, debido a lo que ninguna dirección o 

control tiene sobre los rodantes porque son los propietarios, en este caso 

María Nelly Bautista Roncancio, los que imponen horarios y rutas. 

 

En adición, dijo que la demanda no podía fundarse en la declaración de dos 

supuestos “testigos presenciales” (fl. 454) que no “aparecen en el apartado 

12 del Informe de Accidente de Tránsito” diligenciado por el agente, de 

conformidad con la resolución 004040 del 28 de diciembre de 2004 modificada 

por la resolución 1814 del 13 de julio de 2005. 
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Sobre la causalidad, aseguró que la lamentable muerte del joven Escobar 

Cano se produjo como consecuencia de su exclusiva imprudencia, porque 

decidió cruzar una intersección regulada por semáforo cuando este se 

encontraba en fase roja. 

 

Finalmente, ya refiriéndose a las circunstancias familiares de los 

demandantes, la ocupación o rol laboral de la víctima directa y los supuestos 

perjuicios, la empresa afiliadora manifestó que nada le constaba al respecto 

y que era obligación de los demandantes acreditar los supuestos de hecho en 

que fundan sus pretensiones. 

 

Propuso entonces las que denominó “excepciones” de “ “causa extraña-hecho 

exclusivo de la víctima-”, “el nexo de causalidad no se presume”, “ausencia 

de demostración de los perjuicios patrimoniales”, “indebida tasación o 

estimación de los perjuicios inmateriales”, “cobro de lo no debido”, 

“aniquilación de presunciones por concurrencia de actividades peligrosas”, 

“inexistencia de la obligación a indemnizar”, “deducción de cualquier 

indemnización que los demandantes hayan recibido de alguna entidad”, y 

“ausencia de guarda material en cabeza de la empresa transportadora Brasil 

S.A.S”. 

 

María Nelly Bautista Roncancio (fls. 493 siguientes pdf 01). 

 

Comenzó manifestando que en efecto el accidente de que trata la demanda 

había ocurrido entre a las 00:15 y 00:40 horas del 13 de diciembre de 2018, 

pero que en realidad sucedió cuando el motociclista impactó al taxi en 

momentos inmediatos a los que cruzó una intersección cuando el semáforo 

estaba en su fase roja. Así quedó claro en el proceso contravencional en el 

que se imputó la responsabilidad a la víctima directa, a diferencia de lo que 

se narra en la demanda con base en la declaración de dos supuestos “testigos 

presenciales” que no figuran en documento alguno que se hubiere levantado 

con ocasión del suceso. 

 

Así las cosas, aseguró que el deceso del familiar de los demandantes tiene 

explicación exclusiva en su propia “culpa” en tanto desatendió la fase 

semafórica roja mientras conducía su motocicleta sin casco, más aclaró que 
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la verdadera causa de muerte fue un proceso infeccioso que desarrolló 

mientras estuvo internado durante 24 días en una clínica de la ciudad. 

 

Ya en lo relativo al rol laboral o artístico de la víctima directa y los supuestos 

perjuicios causados al grupo familiar demandante, manifestó desconocer todo 

detalle y aseguró que la parte actora debía probar todo lo afirmado en la 

demanda. Por ende, propuso las que llamó “excepciones” de “ausencia de 

responsabilidad civil extracontractual”, “inexistencia de nexo de causalidad . 

culpa exclusiva de la víctima-”, “falta de demostración de los perjuicios y 

tasación excesiva”, “compensación de culpas y reducción o disminución del 

valor indemnizable” y “cobro de lo no debido”. 

 

De los llamamientos en garantía 

 

Transportes Brasil S.A llamó en garantía a María Nelly Bautista Roncancio y a 

Seguros Mundial S.A, quien también fue llamada, a su vez, por la señora 

Bautista Roncancio. 

 

Sobre los hechos y pretensiones de la causa revérsica, de ser necesario, se 

referirá la Sala en el momento oportuno. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó una extensa sentencia desestimatoria 

de las pretensiones, en la cual se declararon probadas las que se denominaron 

excepciones de ausencia de nexo causal por culpa exclusiva de la víctima, 

causa extraña, ausencia de responsabilidad civil extracontractual y ruptura del 

nexo causal. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el Juzgador comenzó con un recuento 

fáctico de la demanda y su contestación, así como del trámite del proceso, 

para luego asegurar que se encontraban reunidos los presupuestos 

procesales. 

 

A renglón seguido recordó que en la fijación del litigio las partes acordaron 

que en efecto el accidente había ocurrido el 13 de diciembre de 2018 

alrededor de la media noche, en el cruce de la calle 44 con la carrera 43 de 
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Medellín, cuando colisionaron el taxi de placas TKI 134 y la motocicleta de 

placas EGD903 conducida por la víctima fallecida. 

 

A partir de lo dicho se planteó como problemas jurídicos los consistentes en 

determinar lo siguiente: ¿cómo fueron las circunstancias en las que se 

presentaron los hechos? ¿se deriva responsabilidad jurídica para alguna de 

las partes?, ¿quiénes son los responsables?, ¿hay lugar a indemnización y en 

qué montos? 

 

Pasó entonces a realizar algunas consideraciones sobre del contenido de los 

artículos 2356, 2341 y 2357 del Código Civil, argumentando que se estiman 

como actividades peligrosas las que tienen potencialidad de causar daño, con 

la aclaración de que la indemnización se reduce cuando la “culpa” de los 

involucrados “concurre”. Citó también la ley 446 de 1998 que debe tenerse 

en cuenta para valoración de daños y el artículo 1133 del Código de Comercio 

en cuanto al papel de la aseguradora. 

 

Citó también las sentencias de Casación Civil “dictadas en 2001, 2005 (M.P. 

Jaime Alberto Arrubla Paucar), 2015 (M.P Pedro Octavio Munar Cadena), 2011 

(M.P William Namén Vargas), febrero de 2005 y 2009” (sic). Recientemente, 

sobre la valoración de los medios de prueba, citó la sentencia 20950 de 2017 

y la del 9 septiembre de 1991 sobre el arbitrio judicial en punto a los perjuicios 

inmateriales, al respecto de lo que reseñó las providencias del 4 de abril de 

1968, 17 de julio de 2016 y 9 de noviembre de 2016. 

 

Así las cosas, el Juez encontró “necesario” explicar que la jurisprudencia tiene 

como obligatorio la acreditación de los siguientes presupuestos de la 

responsabilidad civil: 1- Conducta culposa o dolosa; 2- el daño; y 3- nexo 

causal entre los dos primeros. Sobre el último requisito, dijo que para su 

determinación existen 2 teorías: concausa y causa eficiente. Luego, cuando 

ambos intervinientes ejercían actividades peligrosas para el momento de los 

hechos existen también dos teorías, “porque cambia la carga de la prueba”. 

Unos dicen que hay presunción de culpa y otros que la presunción es de 

responsabilidad.  

 

Según el Juez, la jurisprudencia ha utilizado de manera indiferente ambas 

teorías, pero predominando la que presume la responsabilidad, claro que con 
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previsión sobre las diferencias entre el tamaño o entidad de los vehículos, por 

ejemplo variando el análisis cuando se trata de colisiones entre motos y carros 

o camiones. Por tanto, concluyó el señor Juez, que cuando existe concurrencia 

de actividades peligrosas, la presunción de responsabilidad obra a favor de la 

persona que conduzca el vehículo de menor entidad física, correspondiendo a 

la parte demandada acreditar la causa extraña por conducir un vehículo con 

mayor potencialidad dañina. 

 

Bajo ese marco explicativo dijo que iba a entrar al análisis de la prueba y 

comenzó con el informe policial del accidente de tránsito, resaltando también 

la declaración del agente que atendió el accidente en tanto él percibió que la 

motocicleta sufrió un golpe en parte delantera y el taxi lo sufrió en el costado 

derecho. Ese mismo agente, quien aclaró que ninguna persona le manifestó 

estar dispuesta rendir su testimonio, reconoció que él llenó el informe y puso 

como hipótesis el código 142 que significa “pasar algún vehículo semáforo en 

rojo” y en audiencia dijo que a su juicio el vehículo número 1, la motocicleta 

conducida por la víctima directa, fue la que cruzó teniendo prohibido hacerlo 

por la fase semafórica en rojo. 

 

Por otro lado, el Juez aseguró que las fotografías aportadas por la parte 

demandante (fl. 147) dejaban ver la parte frontal del taxi y también un golpe 

en el lateral derecho, de donde dedujo que la conclusión del agente de tránsito 

fue correcta, porque el taxi terminó chocando con otro objeto contundente, 

una barra metálica instalada para proteger un inmueble que hay en el sitio de 

impacto, pues en las fotos se observa la barra deformada. 

 

Citó además la resolución 201950056020 del 12 de junio de 2019 proferida 

para poner fin el proceso contravencional en la Secretaría de Movilidad de 

Medellín, la cual le sirvió para concluir que allí se recibieron algunas pruebas 

y que con base en ellas se decidió que el infractor fue el fallecido Johan 

Escobar Cano, conductor de la motocicleta, quien superó la señal semafórica 

en rojo y dio lugar al accidente. Sobre el señor Brayan de Jesús Ospina, 

conductor del taxi, allí se dijo simplemente que estaba conduciendo con la 

licencia de conducción vencida, lo cual en realidad no fue el motivo 

determinante del accidente, más nada tampoco se dijo de un supuesto exceso 

de velocidad. 
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Clarificó seguidamente el Juzgador algunos elementos de la resolución de 

tránsito, “para que se tenga claridad de por qué se llegó a las conclusiones” 

(sic), pues una vez observado los videos del accidente aportados por la parte 

demandada, se podía establecer que el semáforo se encontraba en rojo, por 

lo cual el declarante Santiago Arroyave necesariamente faltó a la verdad, 

habida cuenta que su versión no concuerda para nada con la evidencia gráfica. 

 

Ese documento la resolución de tránsito, se presume vigente y válido y 

genera, a decir del Juez, una “nueva modificación de la carga probatoria”, 

porque imputada responsabilidad contravencional a la víctima directa y 

cambia esa carga para radicarla “otra vez” en la parte demandante, quien 

debe demostrar que desplegaba la actividad de conducción de manera 

adecuada. 

 

Además, para el Inspector de Tránsito el señor Arroyave no podía estar 

diciendo la verdad, y lo mismo pensó el Juez a partir de lo observado en los 

videos aportados por la parte demandada, misma desconfianza que le generó 

la declaración del “testigo Ángel” (sic) ya que fue inexacto e incoherente, al 

punto que dijo que el taxi se desplazaba por San Juan, calle 44, cuando en 

realidad lo hacía por la carrera 43 Girardot, pero después dijo que se 

confundió y que no recordaba. Indicó el Juzgador también que la cámara 756 

ubicada en la carrera 43 con calle 43 tomó un video de 58 minutos, y en el 

minuto 24.32 de la grabación la cámara gira para orientarse hacia un 

“conglomerado de personas que observan algo” (sic); ya en el minuto 27 con 

4 segundos aparece una ambulancia y en el minuto 33 otra, en las cuales son 

transportados los heridos. 

 

Por su parte el video de la cámara 1353 se registró desde el occidente de la 

calle 44, “pero más abajo del cruce”, y dura 45 minutos aproximadamente. 

Allí se ve en el minuto 6.29 que el semáforo ubicado en la esquina de la calle 

44 que da al cruce ingresa a rojo y permanece así hasta el minuto 6 con 54 

segundos de la grabación. Se observa que subiendo por esa calle 44, vía San 

Juan, aparece una motocicleta que no se le pueden ver las placas, pero la 

farola trasera aumenta su intensidad lumínica cuando se acerca y ello indica 

un frenado, pero posteriormente aparece una segunda motocicleta en el 

minuto 6.33, antes del accidente, de la cual se observan dos cosas: no se 

activa la luz roja de frenado y quien la conduce lleva un casco negro.  
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Una parte de ese video, agregó, da a entender que hubo una colisión en el 

cruce a eso del minuto 6 con 38 segundos, y aunque no se alcanza a ver el 

momento exacto en que ocurrió lo que se observa es que “un vehículo iba 

sobre la carrera 43 y tuvo una colisión con algún vehículo que venía con la 

Calle San Juan (44)” (sic). En ese punto resaltó que la hipótesis de la parte 

demandante es que la colisión se produjo cuando la motocicleta estaba 

iniciando su marcha con semáforo en verde, pero realmente fue Johan el que 

ingresó a la intersección irrespetando la señal de tránsito y él es el que se 

aprecia en los videos. También encontró que a partir del minuto 6.40 

segundos aparecen otras motocicletas y después un carro azul oscuro, es 

decir, los que transitaban por la calle 44 no estaban detenidos en alguno de 

los semáforos de la intersección. 

 

Sobre el origen de los videos trajo a colación el “derecho de petición” de la 

Dra. Yuli Andrea en el que se solicitaron, del cual obra respuesta de la 

Secretaría de Seguridad en el que se informó que los videos en efecto existían 

y le fueron proporcionados. Allí se habló de las dos cámaras que tomaron los 

registros fílmicos aportados al proceso. Luego, los plurimencionados videos 

provienen de una autoridad pública y lo allí observado coincide con lo 

declarado por el inspector de tránsito, esto es, que en efecto el motociclista 

intentó realizar el cruce en rojo y en ese momento ocurrió el accidente, porque 

sucedió mientras el semáforo de la calle San Juan estaba en rojo. 

 

Dicho lo anterior, volvió el Juez sobre la declaración de Santiago Arroyave y 

la encontró contradictoria con los videos, es falsa dijo, porque ese testigo 

manifestó que venía detrás de Johan y que vio el semáforo en verde, cuando 

en el video se aprecia perfectamente el semáforo en rojo, en una fase que 

duraba normalmente 25 segundos y el accidente ocurrió 9 segundos después 

de que el mismo había iniciado su fase roja.  

 

Finalmente, sobre el video aportado por la parte demandante, el Juez 

consideró que adolece de las condiciones para acreditar los hechos. Está en 

blanco y negro, no registra color de vehículos, María Fernando Cuenca dijo 

haberlo filmado y aseguró que el taxi bajaba por la calle 44, pero en realidad 

esa vía sólo tiene posibilidad de “subir”. También dijo que ese video duraba 4 

a 5 minutos, pero el aportado por la demandante no dura todo ese tiempo, lo 
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cual indica modificación de su integridad y le resta credibilidad. Además, se 

detuvo el Juez para precisar que el video tiene un salto o corte de edición y 

no deja ver la colisión, 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandante se alzó en su contra, 

alegando como reparos concretos los que pasan a individualizarse (por 

escrito tres días después de la audiencia). 

 

PRIMERO: “la sentencia impugnada adolece de un defecto fáctico, por dar 

aplicación del derecho sin contar con el apoyo probatorio de los hechos 

determinantes de los supuestos legales aplicables al caso concreto”. En este 

reparo se citó la sentencia T-117 de 2013 dictada por la Corte Constitucional, 

para sostener que el mentado defecto fáctico se materializó al valorar la 

resolución proferida por la Secretaría de Movilidad de Medellín el 12 de junio 

de 2019, en tanto que: 

 

“(E)n su sentencia el juzgado de primera instancia concluyó en síntesis 

que: dada la firmeza del aludido acto administrativo, y la presunción de 

legalidad que le cobija, entonces su contenido es fiel reflejo de la 

realidad ocurrida en el mundo fáctico. 

 

Sin embargo, lo cierto es que el fallo contravencional en comento tiene 

plena validez para los efectos propios del derecho sancionatorio en 

materia administrativa, pero en modo alguno es vinculante o sustituto 

de la jurisdicción ordinaria en materia civil.” (sic escrito reparos) 

 

SEGUNDO: “en armonía con el reparo anterior, se tiene que la sentencia 

contiene otro defecto fáctico, por suponer que un video apreciado por la 

Secretaría de Movilidad de Medellín en el trámite contravencional del caso 

A000920399-0, tiene coincidencia con los videos presuntamente presentados 

por la parte demandada en el proceso civil, pero lo cierto es que no hay prueba 

de que el Inspector de Tránsito y el señor Juez hubieran apreciado 

exactamente el mismo video.” 
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TERCERO: “otro defecto fáctico emerge cuando el Juzgado de conocimiento 

evaluó unos videos en los cuales no se pueden identificar vehículos o 

personas, para concluir indebidamente numerosas circunstancias propias de 

una causa extraña como es la culpa exclusiva de la víctima JOHAN ANDRÉS 

ESCOBAR CANO”. Lo anterior, a decir de los apelantes, porque en la sentencia 

se valora un video en el que simplemente se aprecia que una motocicleta se 

acerca a un semáforo ubicado en la carrera 43 con calle 44 de Medellín, pero 

no se puede concluir que se trate del joven Johan Andrés Escobar Cano y 

mucho menos que él hubiera intentado superar la intersección cuando la fase 

semafórica estaba en tojo. Por tanto, a su juicio, lo que realmente sucedió es 

que las consideraciones del Inspector de Tránsito generaron en el Juez un 

“efecto contaminante” pero, en todo caso, 

 

“el documento tipo video no es prueba directa y fehaciente de los 

hechos constitutivos de culpa exclusiva de la víctima indicados en la 

sentencia, y por lo tanto no tiene la entidad probatoria suficiente para 

enervar la presunción legal existente a favor de las víctimas, claramente 

reconocidas por el Despacho al momento de identificar el marco jurídico 

aplicable al caso concreto.” (sic escrito reparos) 

 

CUARTO: “se incurrió en un defecto factico adicional por no valorar 

adecuadamente las declaraciones de los testigos presenciales ofrecidos por la 

parte demandante, aduciendo que eran contradictorios dado que los 

deponentes no recordaban algunos datos específicos, o que prosperaba la 

tacha de sospecha contra el señor SANTIAGO porque simplemente conocía al 

joven JOHAN ANDRÉS ESCOBAR CANO y a los demandantes, porque lo cierto 

es que: al apreciar la prueba testimonial es normal que el paso del tiempo y 

el proceso de recordación impidan expresar cada uno de los detalles no 

esenciales del suceso que se pretende conocer.” 

 

A decir de los apelantes, con apoyo en la sentencia SC17173-2017 del 23 de 

octubre de dos mil 2017 (M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo), resultaba 

absolutamente normal que un testigo no recordara datos o escenas exactas, 

máxime cuando “las declaraciones de todos los testigos ofrecidos por la parte 

demandante aportan datos mucho más creíbles que un video en el que nada 

se puede identificar claramente, motivo por el cual todos estos testimonios 
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deben ser integral y debidamente valorados en segunda instancia.” (sic escrito 

reparos) 

 

QUINTO: “se debe valorar debidamente en la segunda instancia, todo lo 

atinente a la declaración del señor BRYAN DE JESÚS OSPINA BEDOYA en la 

audiencia del proceso civil, quien demostró una actitud completamente 

evasiva al punto que, por sus respuestas, parecía no haber estado 

concentrado en la conducción del vehículo TKI-134 al momento de producirse 

el accidente objeto de este proceso”. Lo dicho, porque el demandado afirmó 

haber olvidado aspectos que incluso declaró en sede contravencional, 

generando así serias dudas en torno a la “honestidad en sus respuestas”. 

 

SEXTO: “la estructura del análisis probatorio desplegado por el juzgado de 

conocimiento no corresponde ciertamente con lo que objetivamente dicen 

cada uno de los medios de convicción individualmente considerados y 

tampoco en su valoración conjunta, de manera que, si dicha estimación se 

hubiera realizado con los estándares establecidos para el escenario de la 

responsabilidad civil extracontractual derivada del ejercicio de actividades 

peligrosas, entonces el fallo se habría emitido en un sentido diferente, esto 

es, en favor de las víctimas y concedido las pretensiones de la demanda.” 

 

SÉPTIMO: “el juzgado aplicó raceros de credibilidad diferentes para dos 

videos que tienen en común que no lograron captar el momento exacto del 

accidente objeto del proceso.” 

 

OCTAVO: “no se consideró debidamente que los daños materiales sufridos 

en los vehículos involucrados en el accidente bajo escrutinio, así como las 

lesiones sufridas en el cuerpo del joven JOHAN ANDRÉS ESCOBAR CANO, a 

pesar de tener su casco de seguridad, dan cuenta que la colisión debió 

producirse a una velocidad superior a los 30 Km/h, que es la permitida para 

la zona residencial en la cual se produjo el siniestro.” 

 

Según los apelantes lo anterior es así, porque el Juez no tuvo en cuenta la 

velocidad de ambos vehículos, aspecto en el que bastaba, por ejemplo, 

consultar “un pequeño fragmento del estudio de conocimiento público 

realizado por el The International Transport Forum - ITF1, que hace parte de 

la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), a la 
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cual se adhirió Colombia mediante el correspondiente tratado: Speed and 

Crash Risk”, para concluir sin temor a duda que: 

 

“el riesgo de muerte es aproximadamente de 4 a 5 veces mayor en 

colisiones entre un automóvil y un peatón a 50 km/h en comparación 

con el mismo tipo de colisiones a 30 km/h. Considerando esto, hay una 

fuerte recomendación para reducir la velocidad en zonas urbanas. Más 

de 50 km/h no es aceptable en situaciones donde los vehículos 

motorizados y los usuarios vulnerables de la carretera se tienen que 

mezclar y compartir el mismo espacio” (sic escrito reparos) 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 7 de mayo de 

2021 (notificado por estados del 11 de mayo siguiente). El 14 de mayo de 

2021 la parte demandante realizó una solicitud probatoria que fue despachada 

desfavorablemente mediante auto del 17 de septiembre corriente. Empero, 

en el memorial radicado el 21 de mayo pasado la parte demandante procedió 

a sustentar el recurso de apelación, básicamente reiterando los mismos 

argumentos sostenidos al momento de introducir los reparos concretos. El 

mentado memorial se radicó vía correo electrónico y con él se acompañó 

constancia de haber agotado el trámite previsto en el parágrafo del artículo 

9º del decreto 806 de 2020. 

 

Los demás intervinientes, no apelantes, guardaron silencio. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgadora de Primer Grado, 

y teniendo en cuenta que el reproche más sustancial de la parte apelante 

estriba en que a su juicio hay suficiente prueba para acoger las pretensiones, 

de la siguiente manera pueden plantearse los problemas jurídicos centrales 

que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

  

¿En realidad se acreditó la ruptura del nexo causal por el hecho 

exclusivo de la víctima, como lo concluyó el juzgador de primer grado? 

o, por el contrario, como lo estima la parte apelante, ¿están acreditados 
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todos los presupuestos axiológicos de la pretensión de responsabilidad 

civil extracontractual para condenar a la parte demandada? 

 

Los anteriores problemas jurídicos suponen la solución previa de los 

siguientes, por cuestionar la parte demandante, en primer lugar: 

 

¿Cuál es el régimen de imputación que debe seguirse cuando de 

concurrencia de actividades peligrosas se trata? 

 

Se determinará, además, si 

 

¿Incurrió el Juez en error de valoración probatoria en lo vinculado con el 

interrogatorio del demandado Bryan de Jesús Ospina Bedoya y los 

testimonios de Santiago Arroyave y Ángel Vargas Campos? 

 

Así mismo, responderá la Sala si en realidad 

 

¿No debió valorarse el video aportado por la parte demandada? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolverlos y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la responsabilidad en concurrencia de actividades peligrosas 

 

Aunque suficientemente decantada se encontraba por la jurisprudencia de 

nuestra más alta Corporación de Justicia en torno a la presunción de culpa 

derivada del hecho de haberse causado el daño en ejercicio de actividad 

peligrosa, con fundamento en el artículo 2356 del Código Civil, la cual, desde 

luego, ninguna dificultad ofrecía cuando solo el agente causante del daño 

desplegaba actividad de tal naturaleza, muchas fueron en cambio las tesis 

elaboradas para sostener la vigencia o no de la presunción cuando de 

actividades peligrosas encontradas se trataba, es decir, cuando no solo el 

demandado sino también la víctima demandante desplegaban esa clase de 

actividad. Tesis esas que oscilaron desde la presunción solo a favor de la 

víctima, pasando a la vigencia de la misma pero en cabeza de ambas partes, 
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lo que les imponía la carga de destruir el nexo causal respecto de su propia 

culpa acreditando una causa extraña que bien podía ser la culpa exclusiva de 

la otra parte, so pena de cargar parcialmente con el daño; y llegaron hasta la 

“neutralización” de la presunción, lo que implicaba el regreso al régimen de 

culpa probada y, por ende, para el demandante la carga de acreditar todos y 

cada uno de los elementos de la pretensión, incluida la culpa del demandado, 

aspecto no pocas veces difícil y hasta imposible. 

 

Pero a partir de la sentencia de casación del 24 de agosto de 2009, expediente 

11001-3103-038-2001-01054-01, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia 

que ante la coexistencia de actividades peligrosas no varía el régimen propio 

establecido por el artículo 2356, siendo tarea del fallador determinar la 

incidencia de una u otra en la producción del daño. En efecto, luego de una 

extensa recapitulación sobre la evolución histórica de esta clase de 

responsabilidad, esto dijo a manera de conclusión: 

 

“e) En las actividades peligrosas concurrentes, el régimen 

jurídico aplicable es el consagrado en el artículo 2356 del Código 

Civil y, en su caso, las normas jurídicas que existan sobre la 

actividad concreta. 

 

La problemática, en tales casos, no se desplaza, convierte o 

deviene en la responsabilidad por culpa, ni tampoco se aplica en 

estrictez su regulación cuando el juzgador encuentra probada 

una culpa del autor o de la víctima, en cuyo caso, la apreciará no 

en cuanto al juicio de reproche que de allí pudiere desprenderse 

sino en la virtualidad objetiva de la conducta y en la secuencia 

causal que se haya producido para la generación del daño, para 

determinar, en su discreta, autónoma y ponderada tarea 

axiológica de evaluar las probanzas según las reglas de 

experiencia, la sana crítica y la persuasión racional, cuando es 

causa única o concurrente del daño, y, en este último supuesto, 

su incidencia, para definir si hay lugar a responsabilidad o no”. 

  

Dicha providencia, aunque no gozó de unanimidad al interior de la Corte, al 

punto que en sentencias venideras fue objeto de “aclaraciones y precisiones” 

por parte de la propia Corporación, sí destacó hace poco la importancia que 
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tuvo en el análisis de la responsabilidad cuando de encuentro de actividades 

peligrosas se trata, indicando: 

 

“La importancia de ese fallo se concreta, entonces, en haber reiterado que 

frente a una eventual concurrencia de culpas en el ejercicio de actividades 

peligrosas, el sentenciador tendrá que examinar las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar en que se produce el daño, a fin de valorar la equivalencia o 

asimetría de las actividades peligrosas concurrentes y su incidencia en la 

cadena de causas generadoras del daño, con el fin de establecer, a partir de 

la magnitud de esa injerencia, el grado de responsabilidad que corresponde a 

cada uno de los actores, en la forma prevista en el artículo 2357 de la ley 

civil”. (Sentencia de Casación Civil del 18 de diciembre de 2012. Rad. 

76001-31-03-009-2006-00094-01. M.P. Ariel Salazar Ramírez) 

  

Colofón de todo lo dicho, resulta entonces un contrasentido que la víctima 

tenga que demostrar una culpa del agente para así establecer la 

responsabilidad, pues si la accidentabilidad y el riesgo son inherentes a una 

actividad, eso mismo hace pensar que todo daño que se cause en desarrollo 

de la misma, bien puede atribuirse, al menos en línea de principio, a quien así 

se desempeñaba, habida cuenta que el agente no solo pone en marcha un 

automotor, sino que también echa a andar riesgos inconmensurables.  

 

A lo que se suma, que tan aquilatada evolución jurisprudencial no puede 

dejarse a un lado, sin más, bajo el trivial argumento que cuando el daño 

resulta del ejercicio de actividades peligrosas que desarrollan tanto el 

demandado como la víctima, al darse cita allí sendas presunciones, la 

consecuencia no sea otra que la eliminación de ambas, para que las cosas, 

como al principio, queden en el escenario de la culpa probada. 

 

Apenas, hace unos meses la Corte cerró su criterio al respecto, pues mediante 

sentencia del 20 de septiembre de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-

01. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona), indicó que  

 

“(S)i bien liminarmente, la doctrina de esta Corte resolvió el problema de 

la concurrencia de actividades peligrosas, adoptando diversas teorías 

como la “neutralización de presunciones, “presunciones recíprocas”, 
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“asunción del daño por cada cual” y “relatividad de la peligrosidad”2. Fue 

a partir de la sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01, 

en donde retomó la tesis de la “intervención causal”3, doctrina hoy 

predominante4.  

 

Al respecto, señaló además la Corte que se:  

 

“(…)  [impone al] (…) juez [el deber] de (…) examinar a plenitud la 

conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el 

daño y determinar la responsabilidad de uno u otra, y así debe 

entenderse y aplicarse, desde luego, en la discreta, razonable y 

coherente autonomía axiológica de los elementos de convicción 

allegados regular y oportunamente al proceso con respeto de las 

garantías procesales y legales. 

 

“Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en 

que se produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la 

naturaleza, equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas 

concurrentes, sus características, complejidad, grado o magnitud de 

riesgo o peligro, los riesgos específicos, las situaciones concretas de 

especial riesgo y peligrosidad, y en particular, la incidencia causal de 

la conducta de los sujetos, precisando cuál es la determinante 

(imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 

normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta 

responsabilidad es objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)” (se 

resalta).” 

 

Esa posición se puede rastrear incluso tiempo atrás de la mentada sentencia, 

pero en todo caso en innumerables decisiones posteriores, tales como, entre 

muchas otras: 

 

1. Sentencia CSJ SC de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01.  

 
2 Se tiene en cuenta el mayor o menor grado de peligrosidad de la actividad o mayor o menor grado 

de potencialidad dañina (CSJ SC 2 de mayo de 2007, rad. 1997-03001-01). Su censura consistía en 
que dicha tesis se preocupaba más por establecer que labor era más riesgosa en relación con otra, 

dejando de lado considerar cuál de ellas había causado el daño.       
3 Teoría que en todo caso había sido acogida originariamente por esta Corte en sentencia de 30 de 

abril de 1976, G.J. CLII, nº. 2393, pág. 108. 
4 CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016, y recientemente la sentencia SC- 2107 de 12 de junio 
de 2018.   
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2. Sentencia CSJ SC de 26 de agosto de 2010, rad. 2005-00611-01. 

3. Sentencia CSJ SC de 16 de diciembre de 2010, rad. 1989-00042-01.  

4. Sentencia CSJ SC de 17 de mayo de 2011, rad. 2005-00345-01.  

5. Sentencia CSJ SC de 19 de mayo de 2011, rad. 2006-00273-01.  

6. Sentencia CSJ SC de 3 de noviembre de 2011, rad. 2000-00001-01.  

7. Sentencia CSJ SC de 25 de julio de 2014, rad. 2006-00315.  

8. Sentencia CSJ SC de 15 de septiembre de 2016, rad. 12994. 

9. Sentencia CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016,  

10. Sentencia SC- 2107 del 12 de junio de 2018 citada en 20 de septiembre 

de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-01. M.P. Luis Armando Tolosa 

Villabona) 

 

2. De la causa extraña -hecho exclusivo de la víctima-. 

 

La causa extraña como género se compone de hechos o situaciones 

imprevisibles, irresistibles y exteriores al demandado, a partir de los cuales 

ninguna responsabilidad puede imputársele.  

 

En ese sentido, si bien la causa extraña tiene varias especies (culpa de la 

víctima, de un tercero, entre otros), lo cierto es que la jurisprudencia de la 

Corte Suprema de Justicia ha sido clara en estructurar el fondo principialístico 

que debe observarse dentro de cualquiera de sus vertientes. Por ello, se ha 

considerado que la definición de causa extraña, en general, deviene del 

concepto de caso fortuito o fuerza mayor, pues: 

 

“cumple reiterar…- por la inescindible relación que tiene con el asunto 

que ocupa la atención de la Corte - que en el Derecho Colombiano los 

dos presupuestos - ex lege - que estereotipan, como unidad conceptual 

y como sinonimia legal, al caso fortuito o fuerza mayor, son la 

imprevisibilidad y la irresistibilidad (…), en donde brilla por su 

ausencia un precepto definitorio del fenómeno liberatorio en cuestión, 

a la par que con el criterio adoptado por esta Corporación, respetuoso 

de la ley positiva que, se insiste, efectúa la supraindicada 

caracterización…” (Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 

Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente  5475. M.P. 

Carlos Ignacio Jaramillo.) 
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Ahora bien, de manera concreta habrá lugar a considerar la causa extraña 

cuando se presenta un hecho imprevisible e irresistible, pero teniendo claro 

que “deben estar presentes coetánea o concomitantemente, para la 

concreción de este instituto jurídico exonerativo de responsabilidad, tal y 

como ha sido señalado en reiterada jurisprudencia de la Corporación 

(Sentencias del 26 de julio de 1995 expediente 4785; 19 de julio de 1996 

expediente 4469; 9 de octubre de 1998 expediente 4895, entre otras), de 

forma que si se verifica uno de ellos, pero no los dos, no será posible 

concederle eficacia alguna, ya que esta es bipolar”5 (negrillas del 

Despacho) 

 

Además, algún sector de autorizada doctrina ha considerado que se hace 

necesaria la exterioridad del hecho alegado como casusa extraña, pues que 

se trata, como se dijo, de “un hecho extraño al deudor… vale decir que el 

deudor no haya contribuido a producir…” y que sea imprevisible e 

irresistible. (Ospina Fernández, Guillermo. Régimen general de las 

obligaciones. Bogotá D.C: Editorial Temis Edición de 1994. p. 109) 

 

De suerte que es posible calificar un hecho como imprevisible para el 

demandado en uso de criterios claros como:  “1) El referente a su normalidad 

y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de su realización, y 3) El 

concerniente a su carácter inopinado, excepcional y sorpresivo” (Ospina ibíd) 

 

Superado entonces el primer polo del concepto, deberá el juzgador estar 

atento a que, dentro de la prueba sobre los hechos alegados por el 

demandado, obre con gran significación la irresistibilidad, en estudio de la 

cual debe tenerse en cuenta que “en el lenguaje jurídico, la irresistibilidad 

debe entenderse como aquel estado predicable del sujeto respectivo que 

entraña la imposibilidad objetiva de evitar ciertos efectos o 

consecuencias derivados de la materialización de hechos exógenos 

- y por ello a él ajenos, así como extraños en el plano jurídico - que le impiden 

efectuar determinada actuación, lato sensu…”6. (negrillas del Despacho). 

 

 
5 Ibíd.  
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente  
5475. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 
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Es más, esa tarea debe emprenderse sin perder de vista que un “hecho sólo 

puede ser calificado como irresistible, si es absolutamente imposible evitar sus 

consecuencias, es decir, que situada cualquier persona en las circunstancias que 

enfrenta el deudor, invariablemente se vería sometido a esos efectos 

perturbadores, pues la incidencia de estos no está determinada, propiamente, 

por las condiciones especiales –o personales- del individuo llamado a 

afrontarlos.”7 

 

En concreto, con respecto al hecho exclusivo de la víctima como arista 

específica de la causa extraña, es claro que deberá cumplir con los elementos 

esenciales ya referenciados, dada la trascendental importancia de probar 

estructuralmente el hecho que da lugar a la liberación de responsabilidad.  

 

Al respecto ha dicho la Corte 

 

se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha 

sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio 

que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado 

como causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, 

correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto 

ofensor y el daño inferido, dando lugar a que se exonere por completo 

al demandado del deber de reparación.  

 

"La importancia de la conducta de la víctima en la determinación de la 

reparación de los daños que ésta ha sufrido no es nueva, pues ya desde 

el derecho romano se aplicaba en forma drástica la regla, atribuida a 

Pomponio, según la cual (...) el daño que una persona sufre por su 

culpa se entiende como si no lo hubiera padecido, lo que condujo a un 

riguroso criterio consistente en que si la víctima había participado en la 

producción del daño, así su incidencia fuera de baja magnitud, en todo 

caso quedaba privada de reclamación.  

 

(…)  

 

 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de julio de 2005..Expediente 
6569. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 
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“[…] Precisado lo anterior, se debe mencionar que la doctrina es pacífica 

en señalar que para que el comportamiento del perjudicado tenga 

influencia en la determinación de la obligación reparatoria, es 

indispensable que tal conducta incida causalmente en la producción del 

daño y que dicho comportamiento no sea imputable al propio 

demandado en  cuanto que él haya provocado esa reacción en la 

víctima. Sobre lo que existe un mayor debate doctrinal es si se requiere 

que la conducta del perjudicado sea constitutiva de culpa, en sentido 

estricto, o si lo que se exige es el simple aporte causal de su actuación, 

independientemente de que se pueda realizar un juicio de reproche 

sobre ella. (…).8 

 

CASO CONCRETO 

 

Precisión preliminar sobre la dogmática que gobierna la materia 

 

La Sala quiere comenzar por hacer la presente precisión de orden teórico 

porque la sentencia en ese punto es francamente contradictoria, inexacta y 

desatiende el precedente vigente, en lo que al tratamiento jurisprudencial de 

las actividades peligrosas concurrentes se refiere. Puntualmente, el señor Juez 

llega a conclusiones tan extrañas como que “la presunción de responsabilidad” 

favorece a la persona que para el momento de los hechos conducía el vehículo 

con “menor potencialidad dañina”, aplicando así teorías que la Corte recogió 

hace muchos años. 

 

Además, al revisar la resolución que puso fin al trámite contravencional 

adelantado con ocasión del accidente materia de este proceso, el Juez aseguró 

que surgía una “nueva modificación de la carga probatoria” porque imputada 

responsabilidad contravencional a la víctima directa, esa carga 

necesariamente debía cambiar para radicarse “otra vez” en la parte 

demandante, quien debe demostrar que desplegaba su actividad peligrosa de 

manera adecuada para el momento de los hechos, como si entonces la carga 

probatoria cambiara a lo largo de la providencia apelada, según se estuviera 

analizando una u otra prueba. 

 
8 Casación Civil del de 16 de diciembre de 2010, exp. 1989-00042-01 reiterada en Casación del 7 de 

marzo de 2019 Rad. 05001 31 03 016 2009-00005-01. M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque 
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De suerte que la presente precisión, aunque valiosa en lo que se refiere al 

rigor de la dogmática que disciplina la materia discutida, sólo ha de servir para 

precisar que cuando se trata de concurrencia de actividades peligrosas, la 

jurisprudencia de la Corte ya desde el año 2009 ha optado por aplicar la teoría 

de la intervención causal, abandonando así las antiguas concepciones de 

“presunciones recíprocas”, “neutralización” y, claro, “potencialidad dañina”. 

Lo anterior, porque ahora la jurisprudencia es pacífica en cuanto a que la 

culpa no hace parte de la estructura de la pretensión de responsabilidad civil 

en el ejercicio de actividades peligrosas, razón por la que se ha de apreciar 

en casos de concurrencia 

 

“el marco de circunstancias en que se produce el daño, sus condiciones 

de modo, tiempo y lugar, la naturaleza, equivalencia o asimetría de las 

actividades peligrosas concurrentes, sus características, complejidad, 

grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos específicos, las 

situaciones concretas de especial riesgo y peligrosidad, y en particular, 

la incidencia causal de la conducta de los sujetos, precisando cuál es la 

determinante (imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto 

de vista normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta 

responsabilidad es objetivo y se remite al riesgo o peligro” (del 20 de 

septiembre de 2019 ya citada) 

 

CASO CONCRETO PRIMER REPARO 

 

El presente reproche consiste en que, a decir de los apelantes, “la sentencia 

impugnada adolece de un defecto fáctico, por dar aplicación del derecho sin 

contar con el apoyo probatorio de los hechos determinantes de los supuestos 

legales aplicables al caso concreto”. Lo anterior, porque supuestamente el 

Juez se “contaminó” con lo resuelto por el Inspector de Tránsito en sede 

contravencional y olvidó que las actuaciones allí surtidas no resultan 

vinculantes en esta materia. 

 

La primera aclaración que merece este punto consiste en que de ninguna 

manera el Juez basó su sentencia exclusivamente en lo que sugieren las 

actuaciones del proceso contravencional, amén que el raciocinio que hizo al 

respecto tampoco obedeció a una simple “contaminación” como lo sugieren 
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los apelantes. Por el contrario, el a-quo tomó la resolución que puso fin a ese 

trámite y los demás medios de convicción que allí obran como lo que son: un 

medio de prueba ordinario, que debe ser analizado en armonía con los demás 

allegados regular y oportunamente. 

 

Tal como lo ha decantado la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

refiriéndose al valor del “croquis” y el informe de tránsito a partir de la 

definición ofrecida por el artículo 2º de la ley 769 de 2002, que 

 

“el precepto invocado no contempla una restricción al valor probatorio 

que pueda surgir del “croquis” o del “informe de tránsito”, y menos fija 

una tarifa legal que imponga que para la acreditación de los hechos que 

envuelven un accidente de tránsito se requiera, amén de ese 

instrumento, otro adicional.” 9 

 

Es así porque el sistema de la apreciación racional de la prueba 

 

“(N)o ata a juez con reglas preestablecidas que establezcan el mérito 

atribuible a los diversos medios probatorios, sino que lo dota de libertad 

para apreciarlos y definir su poder de convicción, con un criterio 

sistemático, razonado y lógico, orientado por las reglas del sentido 

común, la ciencia y las máximas de la experiencia, evaluación que desde 

luego tiene el deber de justificar, para observar los requisitos de 

publicidad y contradicción, pilares fundamentales de los derechos al 

debido proceso y a la defensa” (CSJ SC de 25 de abril de 2005, Rad. 

0989, reiterada CSJ SC de 27 de agosto de 2014, Rad. 2006-00439-

01).”10  

  

Ahora, en este punto resulta pertinente advertir que en efecto el sin número 

de variaciones surgidas alrededor de un accidente de tránsito resultan ser 

impedimento para concluir ab-initio, y tajantemente, que por el hecho de uno 

de los partícipes en el accidente violar una norma de tránsito, necesariamente 

esto sea una conducta que va a implicar para él un grado cualquiera de 

corresponsabilidad en el mismo. Tal sucede por ejemplo cuando un automotor 

 
9 Sentencia de Casación Civil del 23 de junio de 2016. Rad. 70215-31-89-001-2008-00156-01 

10 Ibídem. 
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conducido a una velocidad normal y por vía preferente, es colisionado por otro 

que no respeta esta última circunstancia; en este caso, ni siquiera el hecho 

de ir el primero de los conductores alicorado, eximiría de responsabilidad al 

imprudente que lo envistió, máximo aquél se haría acreedor a una sanción 

contravencional, pero en manera alguna podría considerársele civilmente 

responsable en la ocurrencia del choque. Ya en pretéritas ocasiones este 

Tribunal ha dicho que 

 

“causa determinante de un hecho es aquella que de no haberse 

presentado, el mismo no hubiera tenido lugar, y es lo cierto que aún de 

suprimirse ese estado de alicoramiento, el choque se hubiera 

presentado precisamente porque su causa determinante no fue este 

sino la conducta de quien a pesar de encontrarse en sano juicio, no 

respetó la prelación vial del primero. De modo que es suprimiendo la 

conducta violatoria de la prelación, que el choque no hubiera ocurrido”. 

11 

 

Bajo ese panorama, para la Sala es claro que la sentencia apelada no se fundó 

exclusiva y automáticamente en lo ya decidido en la resolución que puso fin 

al trámite contravencional,  otrora abierto con ocasión del accidente donde 

perdió la vida el familiar de los demandantes, ni más faltaba. Por el contrario, 

el Juez explicó el valor que le otorgó a esa prueba en armonía con las demás, 

por lo que el presente reparo obvia el verdadero fundamento de la sentencia 

de primera instancia. 

 

En consecuencia, el reproche como fue enarbolado no está llamado a 

prosperar porque está visto que el Juez, como se verá más adelante, despachó 

negativamente las pretensiones después de un ejercicio juicioso, ponderado 

y crítico de las pruebas. En otras palabras, si se le restara todo mérito a los 

documentos provenientes del trámite contravencional, esa solitaria 

abstracción no alcanzaría para revocar la sentencia porque pensar así sería 

hacerlo de manera contraevidente, obviando los demás medios de convicción 

regular y oportunamente allegados. 

 

 
11 Tribunal Superior de Medellín, Sala Civil. Sentencia del 26 de enero de 2017. Radicado. 0501 31 

03 014 2014-01311 01. M.P. Piedad Cecilia Vélez Gaviria. 
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CASO CONCRETO REPAROS SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, 

SEXTO, SÉPTIMO Y OCTAVO 

 

Los reproches se abordan de manera conjunta porque los primeros dos y el 

penúltimo se vinculan con lo que, a juicio de los apelantes, resulta ser la 

inobservancia del Juez con respecto al deber que le impedía darle valor a un 

video aportado por la parte demandada, en el que a lo largo de la sentencia 

se sustentaron varias conclusiones. Esencialmente, los apelantes sostienen 

que “no hay prueba de que el Inspector de Tránsito y el señor Juez hubieran 

apreciado exactamente el mismo video” y que “el Juzgado de conocimiento 

evaluó unos videos en los cuales no se pueden identificar vehículos o 

personas, para concluir indebidamente numerosas circunstancias propias de 

una causa extraña como es la culpa exclusiva de la víctima JOHAN ANDRÉS 

ESCOBAR CANO” 

 

Los restantes (cuarto, quinto, sexto y octavo), a su vez, se relacionan con 

la supuesta desatención cometida por el Juez cuando: i) valoró el 

interrogatorio del demandado Bryan de Jesús Ospina Bedoya y los testimonios 

de Santiago Arroyave y Ángel Vargas Campos; ii) aplicó diferentes raseros a 

los videos; y iii) dejó de valorar las pruebas relativas a “los daños materiales 

sufridos en los vehículos involucrados en el accidente bajo escrutinio, así como 

las lesiones sufridas en el cuerpo del joven JOHAN ANDRÉS ESCOBAR CANO, 

a pesar de tener su casco de seguridad, dan cuenta que la colisión debió 

producirse a una velocidad superior a los 30 Km/h, que es la permitida para 

la zona residencial en la cual se produjo el siniestro” (sic escrito sustentación). 

 

Entonces, aunque de una esencia diferente a los reparos segundo, tercero 

y séptimo, adelante se verá por qué la solución de estos permite el abordaje 

lógico de los demás reparos. 

 

Pues bien, en primer orden debe precisarse que los argumentos de apelación 

en general son ciertamente distractores y en realidad no encarnan un 

contundente reproche en contra de la sentencia de primer grado. Si se analiza 

la situación con cuidado, el señor Juez dedicó poco más de 20 minutos de su 

disertación a explicar las razones por las cuales esos videos le permitían llegar 

a las conclusiones que sostuvo en la sentencia, al punto que explicó 

detalladamente sus razonamientos con apoyo en los minutos y segundos de 
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la secuencia fílmica. No obstante, ahora en la apelación simplemente se 

sostiene que en los mentados videos no se puede apreciar la placa de ningún 

vehículo, y que ninguna prueba indica que tanto el Inspector de Tránsito como 

el Juez analizaron los mismos videos. 

 

Para resolver, la Sala estima pertinente recordar que la carga ordinaria de 

prueba implica que toda parte debe probar los hechos en que funda sus 

afirmaciones. En este caso, la demandada aportó los videos para probar los 

supuestos de hecho en los que basó la defensa nominada “culpa exclusiva de 

la víctima”, debido a lo cual resulta ser un argumento simplemente vacío el 

consistente en sostener que los videos realmente no registraron el momento 

del accidente base de la demanda, como quiera que a la parte demandante 

lo que le competía era probar que en efecto ese material fílmico daba cuenta 

de otro suceso. 

 

De lo contrario, esto es, aceptar que una parte pueda contradecir la prueba 

de su contendor diciendo “esa no es la prueba” sin dar mayores explicaciones, 

equivaldría a anular el mérito probatorio de todo medio de convicción a mera 

conveniencia de la parte que pueda verse perjudicada con su valoración. Lo 

que implica el sistema de libertad probatoria y las reglas de valoración es 

precisamente lo contrario, es decir, apreciar cada una de las pruebas y definir 

su poder de convicción, con un criterio sistemático, razonado y lógico, 

orientado por las reglas del sentido común, la ciencia y las máximas de la 

experiencia12.  

 

Ahora, más allá de lo vacíos que resultan ser esos embates en los que 

llanamente se afirma que “los videos no podían valorarse” porque allí no se 

observan las placas de los vehículos, la Sala, a partir del análisis de estos, 

concluye lo siguiente: 

 

- La cámara 756 registra tomas de la carrera 43 con calle 43 de esta 

ciudad, pero a eso del minuto 24.38 del video gira para enfocar el cruce 

de esa carrera con la calle 44, justo donde ocurrió el accidente según 

el informe de tránsito, sobre cuya ubicación espacial en la demanda 

curiosamente no se hace mayor hincapié. 

 
12 Sentencia de Casación Civil del 23 de junio de 2016. Op.Cit. 
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- La cámara 1535 filmó lo sucedido desde la carrera 43A con la calle 44. 

El video allegado tiene una duración total de 45 minutos con 53 

segundos pero, para lo que aquí importa, se resalta que el semáforo 

ubicado sobre la calle 44 que regula la intersección con la carrera 43 

funcionaba entonces perfectamente, más en el minuto 4:08 está en 

fase roja y dura así hasta el minuto 4:33 cuando cambia a verde y 

vuelve a color rojo en el minuto 5:18, fase que dura hasta el 5:43 

cuando cambia nuevamente a verde y vuelve a rojo en el temporal 6:28.  

 

Ahora, estando el semáforo en rojo desde el 6:28, especialmente al 

minuto 6:40, se ven dos motociclistas aproximarse al cruce de la carrera 

43 transitando por la calle 44, el primero reduce su marcha como quiera 

que se ve su luz stop encenderse, pero el segundo desafortunadamente 

no lo hace y en la parte superior derecha de la toma se ve que impacta 

contra otro vehículo que venía sobre la carrera 43. Luego del impacto 

se observa que el semáforo vuelve a estar en verde para los que 

transitaban sobre la calle 44 en el minuto 6:54. 

 

- La autenticidad del video, y su coincidencia con el observado por el 

señor Inspector de Tránsito, se extracta, entre otras piezas, de la 

resolución número 201950056020 de la Secretaría de Movilidad de 

Medellín en la que textualmente se afirmó lo siguiente: 

 

“si bien es cierto atendiendo a la hora y lugar donde se presenta el 

fatídico accidente no permite observar con claridad las placas de los 

rodantes, si permite establecer con certeza que el semáforo por 

donde transita el conductor del vehículo de placas EGD90E, JOHAN 

ANDRÉS ESCOBAR CANO, se encontraba en rojo y este transitaba 

por el carril izquierdo y antes del impacto se pasa al carriel derecho 

y se produce el impacto. Con ello quiero significar que es falso lo 

anotado por el testigo de que sobre el carril izquierdo había un 

vehículo y que había varias motos detenidas con el semáforo en 

rojo. Pues (sic) fue precisamente el hoy occiso que sin miramiento 

alguno desatiende el deber objetivo de detener la marcha de su 

velocípedo, pues la luz del semáforo está en rojo y se observa 

también que el taxi transita sobre la carrera 43” 
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Agregó esa autoridad de tránsito, para despachar desfavorablemente 

los alegatos de la apoderada que allí representó los intereses de la 

familia demandante (la misma que firma esta demanda), que  

 

“(E)l Despacho no comparte lo alegado por la togada habida 

cuenta de que el video fue visto por todas las personas que 

conforman este proceso y coincide perfectamente con las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar; la dirección, la fecha y la 

hora y los dos rodantes son los que quedaron registrados en el 

IPAT y coincide perfectamente por lo (sic) manifestado por el 

conductor del vehículo 2 y no se tiene conocimiento de que en 

esa dirección, en ese día y a esa hora se hubiese presentado un 

incidente de las características y condiciones objeto de debate. 

Por lo tanto queda claro que el semáforo ubicado en la calle san 

juan (sic) a la altura de la carrera 43 estaba operando y se 

encontraba en rojo para quien transitaba por la calle 44.” (sic fls. 

375-376 archivo pdf 01 OneDrive) 

  

Lo anterior quiere decir que los videos analizados por la autoridad de 

tránsito fueron proporcionados en virtud de una prueba decretada en 

sede contravencional y, claro, son los mismos que ahora tiene la 

oportunidad de valorar la Sala porque la descripción que de ellos hizo el 

señor Inspector coincide con la secuencia fílmica que contienen. Además, 

si la parte demandante pretendía acreditar que no se trata de las mismas 

piezas documentales, lo que le correspondía era probar que en efecto no 

lo eran, pues su simple afirmación no puede triunfar en contra de la 

evidencia gráfica y el análisis que de la misma se hizo a la hora de desatar 

el conflicto desde la óptica de la regulación de tránsito. 

 

En este punto también debe la Sala resaltar que el joven Johan Andrés 

Escobar Cano ingresó a la Clínica Soma a eso de la 1:00 de la madrugada 

del 13 de diciembre de 2018, y en el “motivo de consulta” el médico 

tratante consignó “accidente de tránsito a las 00+15 en calidad de moto 

en la carrera 43 A con la calle 44, colisiona con taxi sale eyectado de la 

moto aproximadamente 5mts (…) traído por 123 emergencias Amb 7 

APH Kenny de Armas, dirección 43 A calle 44 hora 00:15 (…) no 



33 
 

portaba casco” (fl. 189 archivo pdf demanda, negrillas fuera del texto 

original) 

 

De lo anterior se sirve la Sala para hacer notar un detalle que pasaron 

por alto tanto el señor Juez a-quo como las partes, que puede verse 

perfectamente en el video tomado por la cámara 756, puesto que 

registra, en el minuto 27:05, que llega la primera ambulancia y a eso del 

minuto 33:30 la segunda. Luego, a partir del minuto 37 se ve como la 

persona que los paramédicos bajan del taxi es subida a la ambulancia 

que llegó de segunda cuyo número no puede verse por el brillo de la 

toma. Empero, a partir del minuto 39.30 se observa perfectamente que 

los paramédicos recogen a otra persona que estaba tendida en el suelo 

y la ingresan a la ambulancia número 7, esto es, a la misma que llevó 

al joven Escobar Cano hasta la Clínica Soma, según se dejó constancia 

en la historia clínica. Obsérvese la toma concreta que puede verse en 

varias ocasiones desde la llegada al sitio de colisión de la ambulancia que 

trasladó al mentado joven hacia el centro médico: 

 

 

 

Entonces, se sabe que en el incidente sólo resultaron lesionadas dos 

personas: el conductor de la motocicleta y el del taxi, por lo que 

claramente el que estaba tendido en el piso no era otro que el familiar 

de los demandantes, Johan Andrés Escobar Cano, quien 
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lamentablemente perdió la vida días después del accidente. Lo anterior, 

porque no resulta nada lógico pensar que la ambulancia número 7 del 

servicio de emergencias 123 hubiera atendido en menos de una hora dos 

o más accidentes de tal gravedad en la misma zona, como para concluir 

que se trata de una simple coincidencia. 

 

- El video aportado por la parte demandante, dígase francamente, es 

inútil para probar los hechos que esa parte pretendía acreditar 

comenzando porque su calidad es ínfima, más, aunque el dispositivo 

celular desde el que fue tomado da cuenta de que se trata de un video 

de 15 minutos con 18 segundos, el fragmento finalmente aportado con 

la demanda suma apenas 1 minuto con 58 segundos.  

 

Pero eso no es todo, porque cuando el fragmento de video aportado por 

los demandantes está en el minuto 1:54, el video general, es decir, la 

grabación mayor de la que fue tomada la porción está en 17 minutos con 

5 segundos, pero apenas transcurrido 1 segundo del primer video se nota 

un corte de edición que lleva el video general hasta el minuto 17 con 44 

segundos. Es decir, el video que obra en el expediente corre apenas 1 

segundo y el registro fílmico más largo, el original, 39 segundos. Por 

tanto, esa prueba documental tiene una burda y poco profesional edición 

que impide valorarla en su completa dimensión. 

 

Son esas las razones que sirven de base para que la Sala despache 

desfavorablemente los reparos segundo, tercero y séptimo, como quiera 

que sus insustanciales afirmaciones no quedaron acreditadas y, en cambio, la 

parte demandada sí aportó prueba documental, de hecho videográfica, en la 

que se puede apreciar la secuencia del accidente. 

 

Ahora bien, es en este punto en el que se relacionan ese trío de reparos con 

los reparos cuarto, quinto y sexto, en tanto que los videos que acaban de 

analizarse realmente desmienten las versiones de los señores Santiago 

Arroyave y Ángel Vargas Campos, quienes supuestamente presenciaron la 

cadena causal de la colisión en vivo. Lo anterior es así, porque no tiene ningún 

respaldo el dicho del señor Arroyave según el cual él circulaba en otra 

motocicleta un poco más atrás que el fallecido Escobar Cano en el semáforo 

de la calle 44, a su decir, porque la fase semafórica gobernante de ambos era 
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la roja que, una vez cambió, les permitió reiniciar la marcha y fue en ese 

instante cuando el taxi que venía por la carrera 43 cruzó supuestamente 

obviando el semáforo rojo ubicado sobre la carrera que le prohibía seguir su 

marcha. 

 

Luego, no es cierto: i) que el Juez incurriera en defecto de valoración 

probatoria; ii) que su “rasero” fuera diferente para cada una de las pruebas, 

y iii) que “la estructura del análisis probatorio desplegado por el juzgado de 

conocimiento no corresponde ciertamente con lo que objetivamente dicen 

cada uno de los medios de convicción individualmente considerados y 

tampoco en su valoración conjunta” (escrito sustentación). En cuanto a lo 

primero, porque afirmar que hay un “error probatorio general” en realidad no 

satisface la carga argumentativa que debe superar un cargo de apelación y, 

en lo vinculado con lo segundo y lo tercero, se advierte que las conclusiones 

del señor Juez se basaron en la valoración armónica de las pruebas, en la que 

de ninguna manera utilizó un “rasero” diferente para cada una de ellas. Cosa 

diferente es que le diere más peso a unos medios de convicción por encima 

de otros, lo cual es apenas natural en un sistema que le imponía en todo caso 

poner en marcha las reglas de las sana crítica y las máximas de la experiencia, 

a partir de las cuales era apenas natural que se decantara por una serie de 

pruebas documentales, entre ellas el informe de tránsito y los 

plurimencionados videos, debido a que le permitían ver lo sucedido a través 

de sus propios sentidos y no por medio de los alegatos de las partes. 

 

En adición, esa versión de los “testigos presenciales” también contradice de 

frente lo que muestran los videos y, por otro lado, carece de toda lógica 

porque lleva a pensar que la colisión ocurrió en instantes próximos al reinicio 

de la marcha del motociclista lamentablemente fallecido, habida cuenta que, 

tal y como se afirma en el reparo octavo, la naturaleza de los daños sufridos 

por los vehículos (deformación de los materiales) y las lesiones sufridas por 

ambos conductores, dan cuenta de un impacto violento que necesariamente 

ocurrió no por “atropellamiento” del conductor demandado en contra del 

demandante, sino justamente al contrario. 

 

Es que el “croquis” o gráfica del accidente y el informe de daños levantado 

por el agente de tránsito, dejan ver que al taxi le fue propinado un fuerte 

golpe en su parte lateral derecha (fl. 40 archivo pdf 13 OneDrive), más 



36 
 

precisamente en ambas puertas y en ese orden los daños frontales del 

automóvil, según se dijo en el hecho quinto de la demanda, se explican porque 

este siguió su marcha ante la desorientación de su conductor e impactó en 

contra de una ”persiana metálica” instalada en un local comercial que se 

aprecia en la foto que obra a folio 214 del archivo 01 del OneDrive. Por ende, 

aceptado como está en la propia demanda que el taxi impactó de frente la 

persiana de un local comercial, más específicamente en contra de un paral 

central rígido que hace parte de su estructura, pensar en que fue demandado 

quien embistió al joven fallecido dejaría sin ninguna explicación los impactos 

que el automóvil sufrió en las puertas de su lado derecho. 

 

Por ende, el reparo octavo tiene en realidad un mérito contrario a los 

intereses de la apelación, ya que la deformación de los materiales y las 

lesiones sufridas por ambos conductores, muestran más bien un respaldo a lo 

que se observa en los videos, esto es, que el joven Escobar Cano tomó una 

desafortunada decisión en la que obvió la señal semafórica prohibitiva y en 

esa maniobra se encontró con el taxi, cuya velocidad en este caso es 

realmente irrelevante por las mismas razones explicadas en el primer 

reparo, relacionadas con las diferencias entre la responsabilidad civil y la 

contravencional, debido a las cuales el supuesto exceso de velocidad del 

taxista, tampoco probado, de todas maneras no podría tenerse como causa 

del accidente y a lo sumo importaría para desatar el asunto que en su 

momento fue competencia del señor Inspector de Tránsito. 

 

En otras palabras, suprimiendo idealmente de la realidad el hecho 

determinante del suceso: la desatención por parte del motociclista de la señal 

semafórica roja, el resultado del ejercicio mental es exclusivamente uno y 

consiste en que el taxi hubiera seguido su marcha por la carrera 43, con 

independencia de la velocidad que llevara para ese preciso momento. 

 

Lo hasta aquí considerado lleva a pensar todo lo contrario a lo sostenido en 

la apelación sobre la supuesta desatención probatoria, particularmente en lo 

relativo al interrogatorio del señor Bryan de Jesús Ospina Bedoya (conductor 

del taxi), pues lo que este declaró tiene perfecta coincidencia con la evidencia 

gráfica que obra en el expediente. Es decir, no dijo cosa diferente a que él 

transitaba por la carrera 43 en inmediaciones de la calle 44 cuando, de 

repente y estando el semáforo que gobernaba su vía en fase verde, sintió un 



37 
 

fuerte golpe en el lado derecho de su rodante que lo desorientó y le hizo 

perder el control. Tales dichos, para ser consecuentes con las demás pruebas, 

resultan de total recibo y se ajustan a la cadena causal que rodeó el siniestro 

vial que dio origen a esta demanda. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas.  Sin costas en esta instancia por estar los demandantes favorecidos 

con el amparo de pobreza. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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